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Introducción 
La necesidad de mejorar el servicio policial es un tema presente en las agendas políticas y ciudadanas en América Latina. Las dificultades no son menores, debido a la variedad institucional, la multiplicidad de desafíos estructurales, la limitada voluntad política sostenida y la presión corporativa institucional. A pesar de este reconocimiento los avances son tímidos y las evaluaciones de los procesos desarrollados muy precarios. 

De hecho se carece de una mirada evaluativa de los avances y desafíos en esta área de reforma y modernización del sector policial en prácticamente dos décadas de intervención.  El presente capítulo no puede responder a esta necesidad pero brinda un panorama completo de los temas de agenda que permanecen aún vigentes en el debate de las reformas policiales en la región. 

Los avances son relevantes pero aún insuficientes. Las estructuras necesarias para el desarrollo de un trabajo policial profesional no se han podido (o querido) instalar en la mayoría de países. El documento avanza en delinear los espacios urgentes, donde se requiere de acción inmediata, considerando que tal vez definir una agenda integral de reforma puede ser una estrategia poco productiva y lo que se requiere es más bien avanzar con temas específicos. 

I. La policía en América Latina:  heterogénea, compleja y rígida

Las instituciones policiales latinoamericanas son diversas en tanto su origen, tipo de estructura, organización, dependencia, ámbito de acción y objetivos principales, solo por nombrar algunos elementos. Esta diversidad limita un análisis global que permita el desarrollo de un diagnóstico general, así como el diseño de iniciativas únicas que permitan impactar sobre los principales problemas que enfrentan en la actualidad. 

A pesar de esta limitación, se torna cada vez más necesario la revisión de estas instituciones a nivel regional y subregional identificando tendencias comunes, desafíos y especialmente posibles espacios de intervención. Con este fin se debería partir por una diferencia fundamental del desarrollo  institucional según su ámbito de acción, ya que en algunos países existen instituciones de carácter nacional (como Carabineros de Chile o la Policía Nacional de Colombia), regionales (en aquellos países federales como México, Brasil y Argentina), e incluso locales (como algunos municipios que cuentan con fuerzas policiales propias). Con ésta distinción se reconoce además que en los países federales se encuentran instituciones de corte nacional con misiones y tareas específicas (como la Policía Federal Argentina o Mexicana). 

Adicionalmente las instituciones policiales tienen objetivos diversos. Algunas se dedican únicamente a la investigación policial (como la Policía Judicial de Córdoba en Argentina o la Policía de Investigaciones de Chile), otras a la prevención y control (como la Policía Federal de México) y otras que realizan todas las tareas de investigación y control (como la Policía Nacional de Perú). Otras tareas específicas presentes en las labores del accionar policial son, por ejemplo, el control del tránsito o el control de los sistemas penitenciarios.

Más allá de estas diferencias, los policías pueden ser caracterizados en rasgos generales como “...las personas autorizadas por un grupo para regular las relaciones interpersonales dentro del grupo a través de la aplicación de la fuerza física”
. Definición que tiene tres elementos centrales: estatalizad institucional, uso de la fuerza, y profesionalización. 
En cuanto a ser una fuerza pública, la institución policial responde a las necesidades de la sociedad en su totalidad, lo cual la obliga a responder de forma equiparable ante las diversas presiones de la ciudadanía. Sin embargo, esta característica se ha erosionado en la última década en prácticamente todos los países de América Latina por dos procesos paralelos. En primer lugar, el aumento del financiamiento privado y la carencia de regulación para este flujo, teniendo ambos un evidente impacto negativo en la distribución de la infraestructura y atención policial, lo que a su vez deteriora el sentido público de la institución. En segundo término, el explosivo crecimiento de la seguridad privada pone en jaque al accionar policial, ocupando sus espacios, limitando y -en algunos casos- debilitando su capacidad de respuesta. Con ello, la proliferación de empresas de seguridad paradójicamente aumenta la sensación de desprotección de muchos ciudadanos que no tienen acceso a dicho servicio, así como de aquellos que invierten en dichos mecanismos de encierro y alarma colectiva. De hecho, múltiples estudios muestran que actualmente la dotación policial en la mayoría de los países es significativamente menor que la dotación del sector privado
 

En el ámbito del uso de la fuerza, las policías debieran ser las instituciones que detentan el monopolio del uso de la fuerza legítima del Estado, entendiendo que en un Estado de Derecho se puede utilizar la fuerza para reestablecer el orden social. Diversos procesos se cuestionan en esta afirmación, no sólo por el mencionado incremento de la seguridad privada como alternativa para las tareas de disuasión e incluso control de la inseguridad, sino también por el aumento del uso de armas por la población en algunos países. Además, el ejercicio del uso de la fuerza requiere de un grado importante de legitimidad social que está en duda debido a casos de “gatillo fácil” que han impactado sobre el número de ciudadanos muertos por las policías (casos reconocidos por la prensa en países tan diversos como Argentina, República Dominicana, México y Guatemala) o la supuesta participación en esquemas delictivos  como el crimen organizado. 

El tercer elemento de esta conceptualización es la profesionalización del ejercicio policial. Es decir, el cumplimiento de las misiones encomendadas de forma eficaz, eficiente y en el marco del Estado de Derecho. Esta preparación profesional es fundamental también por el hecho de brindarle a las policías cierta autonomía frente al mando político en relación a la toma de decisiones de intervención y a la aplicación de conocimientos técnicos en su quehacer, sin embargo, de ninguna forma le otorga independencia completa. En este sentido, la responsabilidad de la seguridad debe ser asumida por el poder político, a quién además le corresponde asumir la necesidad de evaluar el impacto de las estrategias utilizadas. 
De esta forma, los tres elementos centrales de la definición del trabajo policial están seriamente puestos en duda en el accionar cotidiano en América Latina. Lo que establece desafíos en cuanto a la legitimidad cotidiana y reconocimiento ciudadano. Pero no sólo estos problemas enfrentan las policías latinoamericanas. El reconocido especialista David Bayley
, señaló dos temas recurrentes en su organización policial que devienen potencialmente en problemas. El primero, la diferencia entre seguridad interna y externa se ha desdibujado históricamente, las fuerzas militares jugaron (y en algunos países aún) un papel central en el mantenimiento del orden interno
. Esta situación se consolida con la estructura militarizada de las policías que, en diversos países de la región, mantienen incluso dependencia administrativa y funcional del área militar
. El segundo elemento caracterizador de las policías latinoamericanas, es que son vistas por la ciudadanía con desconfianza debido a la poca eficiencia, la corrupción, y la baja profesionalización de sus miembros. Reconocimiento que es ratificado por la extensa literatura que ha puesto énfasis en la mala relación entre policía y comunidad debido principalmente por la percepción de corrupción, ineficiencia y poca preparación
. 

II. ¿Por qué reformar las instituciones policiales?

Por muchas décadas, el accionar de las instituciones policiales estuvo al margen de las políticas públicas, debido a la percepción que eran las responsables de enfrentar el fenómeno criminal. La opacidad del sector seguridad vinculado además al control político, al desarrollo de acciones de violación de derechos humanos e incluso a posibles acciones de limpieza social, fue un elemento característico hasta mediados de los años 80s. De hecho, el fin de las guerras civiles en Centro América y las dictaduras militares en Sudamérica marcan un punto de inflexión relevante en esta situación. 

El retorno a la democracia implicó un corte al paradigma de seguridad nacional, donde se identificaban enemigos internos (ideológicos) que debían ser combatidos incluso con herramientas ilegales. Así, el proceso de redemocratización tuvo un rol importante en el reconocimiento de la seguridad como un problema de Estado que requería de una perspectiva bastante más amplia que la utilizada previamente. El proceso no fue inmediato y de consenso, en algunos países se tuvieron que conformar instituciones nuevas y en otros la tensión con la corporación policial fue evidente, presentándose resistencias importantes. Ahora bien, la principal tarea de la democracia fue la reforma de la labor militar , para luego adentrarse en la calidad de la gestión gubernamental de los sectores económicos y sociales. Es lo que diversos cientistas políticos llaman “la tercera generación” en el proceso de consolidación democrática, donde se inscriben los procesos de reforma de la Justicia y la policía. 

Esta tercera generación, se enmarca al mismo tiempo en un cambio relevante en la forma cómo se administra el Estado, buscándose mejorar los niveles de eficiencia y eficacia, así como generar indicadores que permitan transparentar los procesos de gestión. Procesos todos que ponen en evidencia la carencia de indicadores de gestión, impacto y productividad del sistema de justicia criminal, entre los que se incluye el trabajo policial. La búsqueda de mayor profesionalización y modernización del Estado sin duda jugó un rol importante en la necesidad de mejorar los procedimientos de actuación al interior de la policía. Marcando un tema adicional para una agenda reformista, con objetivos muy distintos a la agenda de derechos humanos o democratización, pero que consolidaron una necesidad evidente. 

Junto a estas observaciones, se debe recordar la existencia de un contexto marcado por el aumento de la inseguridad ciudadana, caracterizado por la presencia del uso de violencia para resolver conflictos cotidianos, la percepción de temor e impunidad y el incremento de la presencia delictual.  Todas estas problemáticas hicieron eco en una ciudadanía que reclama por mayor seguridad, eficiencia y una respuesta estatal. En este marco, los reclamos frente a lo que era percibido como desorden, corrupción o ineficiencia policial no se hicieron esperar y presionaron para los procesos de reforma institucional. 

Ahora bien, la expectativa pública, sin embargo, puso énfasis en la posibilidad que una policía más eficiente y efectiva podría resolver el problema de la seguridad. Situación que se apoyaba en intervenciones realizadas en EEUU, donde la sociedad parecía incluso dispuesta a sacrificar en cierta medida la protección de sus derechos civiles en favor de una mayor seguridad. Paradojalmente, en América Latina, esta disponibilidad se observa especialmente en aquellos países que han sufrido dictaduras militares, donde sus esfuerzos para promocionar el respeto a los derechos humanos y la responsabilidad del gobierno en las nuevas democracias, se enfrentaron con una carga adicional. 

La experiencia de los Estados Unidos permitía reconocer la posibilidad de estas reformas, sus importantes resultados y su impacto en la calidad misma de la democracia. En base a estas experiencias se formularon programas de reforma institucional, considerando que éstas se centraban principalmente en dos vértices: la capacidad operativa (eficiencia y eficacia de la policía) y la responsabilidad democrática (las respuestas de la policía al control político y a su respeto por los derechos civiles y humanos).

Los tipos de reforma impulsados en América Latina se pueden agrupar en dos grupos no excluyentes: Parciales-Globales e Internas-Externas 
. Así se presentan reformas parciales que buscan cambios en ciertas áreas del accionar policial (estrategias de acción, estructura interna, sistemas de información, metodología de entrenamiento) y otras globales donde se diseñan instituciones prácticamente nuevas (principalmente en Centro América después de la firma de los tratados de paz). Por otro lado, estas iniciativas se pueden agrupar de acuerdo al origen de las propuestas, ya sean internas, es decir, originadas desde las estructuras mismas de la institución policial, o externas, generadas como imposición desde el mundo político.  
A continuación se describen brevemente estas iniciativas, reconociendo que no son categorías excluyentes, sino más bien constructos conceptuales que permiten avanzar en una mejor interpretación del fenómeno. 
Cambios globales  o parciales. 

Hasta mediados de los años 90s, la policía centroamericana era un elemento clave para el mantenimiento del orden interno y apoyo de las Fuerzas Armadas, siendo evidente su subordinación doctrinal y de gestión. Por ejemplo, en Honduras la Fuerza de Seguridad Pública estaba bajo el mando de las Fuerzas Armadas; mientras que en El Salvador en 1992 (fecha en que se firmaron los acuerdos de paz), las tres instituciones policiales dependían del Ministerio de Defensa. De esta manera, los efectivos policiales estaban entrenados casi exclusivamente para enfrentar la insurgencia armada, y para cooperar con los militares en el mantenimiento del orden interno. Situación que iba en desmedro de la formación y capacitación en funciones propias de la policía como la prevención y el control de la criminalidad. Adicionalmente, la participación de policías en enfrentamientos con la población y la extrema utilización de la fuerza generaron la necesidad de definir nuevas institucionalidades con legitimidad y cierto reconocimiento ciudadano. Fue así como se crearon instituciones policiales prácticamente nuevas en la región. 

En El Salvador, la creación de una nueva Policía Nacional, fue uno de los acuerdos centrales del Tratado de Paz de 1992, dando fin a una larga y dramática guerra civil. Con esto, se intentó limitar la participación de las fuerzas de policía como elementos que sirven a fines políticos, ya que en el viejo régimen, las fuerzas de seguridad representaban los intereses de los estratos sociales altos; un ejemplo de esto es que las fuerzas de seguridad nacional, se usaron para mantener el orden en las plantaciones de café en las épocas de recolección de la cosecha. Esta nueva Policía Nacional se conformó con veteranos de la guerrilla, de la Armada y nuevos reclutas. El proceso fue exitoso en sus inicios, pero lamentablemente después tomó un rumbo menos claro. Esto se comprueba al analizar la disminución del alto grado de aprobación social que tenía dicha institución. Contradictoriamente, en la actualidad se aprecia un regreso paulatino de los militares a funciones de mantenimiento del orden público, situación que se ha justificado por la sensación de inseguridad de la población y la aparente limitada efectividad de la nueva institución policial. 
Por otro lado, la experiencia de la Policía Nacional de Nicaragua muestra que los procesos de reforma pueden tener resultados más prometedores. Si bien esta policía sigue vinculada a la seguridad interior y al accionar político, logró armar un equipo dirigencial con verdadero reconocimiento de la misión policial, la diferenciación del servicio militar y la importancia de la relación con la comunidad. Este proceso no ha estado exento de dificultades, el caso nicaraguense es utilizado como buena práctica de los beneficios de una reforma completa, con sostenido apoyo político, así como voluntad y liderazgo interno. 

En la gran mayoría de los casos latinoamericanos, lo que se observa es el desarrollo de iniciativas puntuales o parciales de reforma. En líneas generales, la causa principal de estas reformas fue la preocupación de la sociedad por el fuerte incremento del crimen y la violencia, junto con la percepción generalizada de la fuerza policial como una institución corrupta e ineficaz. Las reformas giraron sobre todo en torno a esfuerzos graduales por reorganizar a la policía, purgar a los oficiales corruptos,  mejorar el reclutamiento y formación, mejorar la vigilancia y la participación de la sociedad civil. Cabe destacar que, en la mayoría de casos, dichos procesos se enmarcaron en contiendas políticas y no incluyeron el apoyo institucional. Las reformas no concertadas por el mundo de la política, fueron vistas como peleas por el manejo de la institución más que una necesidad del Estado para modernizar su gestión y efectividad. Adicionalmente, estas iniciativas no lograron comunicar su importancia a la población, restándoles una capacidad de arraigo. Ejemplos infructuosos de este estilo, se encuentran en la Policía del Gran Buenos Aires en diversos momentos de la última década yen la Policía Nacional de Perú durante el gobierno de Toledo. En el caso de la Policía Federal en México, como es un hecho inédito, se requiere de un periodo más largo para poder interpretar sus futuras consecuencias y fortalezas. De cualquier forma, es un ejemplo interesante de formación de una estructura policial, considerando los desafíos frente al crimen organizado de este país, con un grado de complejidad pocas veces visto en la región. 

Pero no todas las experiencias son negativas. De hecho, múltiples iniciativas de reforma parcial han mostrado avances significativos: la consolidación de sistemas de asuntos internos, que permitan mejorar la gestión interna en la Policía de Investigaciones de Chile; la modernización del proceso de formación policial de diversas instituciones del Brasilia consolidación de un sistema de información de la Policía Nacional del Ecuador. Son algunos de los ejemplos de procesos interesantes donde se han logrado avances en una agenda modernizadora del trabajo policial. 

Iniciativa interna o externa

En la región, la reforma por escándalo es el principal tipo de proceso vivido por las instituciones policiales. Así,  corrupción, abuso en el uso de la  fuerza vinculación con el crimen organizado, detonan cambios al ser presentados en los medios de comunicación masiva. La reacción política muchas veces asociada directamente al cambio de Ministros o supuestos culpables de los hechos, va acompañada de pedidos de reforma. Estos procesos de cambio llevados a cabo sin el acuerdo o la colaboración de las instituciones, han tenido limitado éxito en sus objetivos iniciales. Especialmente, por la debilidad que tiene la sociedad civil en el liderazgo sobre la seguridad pública y la carencia de un sostenido apoyo político al proceso. En la mayoría de casos, los procesos carecen de secuencialidad en el tiempo, se concentran en temas puntuales y por ende no logran cambios sustantivos, incluso en aquellas áreas que iniciaron el proceso. 

Las reformas de iniciativa interna, se vinculan principalmente con el reconocimiento de áreas que requieren procesos de modernización, como los sistemas de entrenamiento y capacitación, o la gestión interna de los recursos. Pero también tienen una estrecha relación con el cambio en el fenómeno criminal presente en la mayoría de países, que trae de la mano la necesidad de estrategias de control y prevención más efectivas. Por ejemplo, la utilización de cuadrantes por parte de Carabineros de Chile para identificar las necesidades y los niveles de cobertura policial necesarios en cada territorio, es un caso de propuesta desarrollada desde la institución policial. 

Los procesos de reforma han enfrentado diversos problemas. En primer lugar, la reacción al interior de la institución, que percibe las nuevas directrices como amenazantes. En segundo, la negación de la opinión pública o los grupos políticos conservadores que cuestionan la eficacia de estos procesos en el combate a la delincuencia. En tercer lugar, el apoyo político ha sido errático. De cierta forma, se podría afirmar que las reformas no han sobrevivido al cambio de liderazgo en las instituciones o en el ámbito político.

Por ende, todas estas iniciativas no han perdurado y su camino de implementación muestra múltiples avances y retrocesos. Por otro lado, no es del todo evidente que estos cambios afecten las tasas de delitos denunciados o la sensación de inseguridad de la población. Situación que le imprime un mayor nivel de tensión política al no mostrar resultados inmediatos. 

A pesar de los problemas mencionados, diversos son los avances logrados en esta temática. Tal vez, el más importante es el reconocimiento general de la necesidad de cambio en las instituciones policiales, la disminución del uso ilegal de la fuerza, su desmilitarización y paralela profesionalización. A esto se puede añadir el reconocimiento de las mismas policías en cuanto a la necesidad de establecer mecanismos de colaboración con la ciudadanía, de forma disminuya la desconfianza y aumente la legitimidad del accionar policial. 

Los resultados por ahora sólo muestran la complejidad de reformar las instituciones policiales en la región. Pero también abren un camino hacia la consolidación de una visión moderna, eficiente, transparente y responsable del funcionamiento policial en América Latina. Por ende, se plantean desafíos que no sólo involucran el tipo de policía que tenemos, sino especialmente la calidad misma de nuestras democracias. 

En síntesis, luego de más de dos décadas de múltiples iniciativas de reforma policial los resultados no son conclusivos y limitan la posibilidad de identificar mejores modelos de acción. El contexto político juega un rol central en el desarrollo de las iniciativas así como la situación de la criminalidad y la sensación general de inseguridad. En la mayoría de casos los avances son tímidos y quedan aún problemas institucionales que deben ser enfrentados en el corto plazo. Estos se presentan a continuación desde una perspectiva general, reconociendo que entre las diversas instituciones hay diferencias aparentes. 

III. Déficits institucionales evidentes
El retorno a la democracia, ha traído avances significativos en el reconocimiento de la seguridad como un derecho, una responsabilidad multidimensional y cuyo liderazgo civil democrático es un elemento clave para el fortalecimiento de una política de Estado en la materia. La policía dejó de ser un aparato represor del Estado que utiliza su fuerza para enfrentar a sectores políticos considerados enemigos. Esto no significó que se consolidara como el único encargado de la seguridad ciudadana debido al reconocimiento de los múltiples factores vinculados con este problema, lo que demuestra un avance positivo en el reconocimiento del accionar policial.  Es uno de los actores claves de las políticas de control del delito, que facilita la articulación con la capacidad de investigación y por ende incide en la calidad del sistema judicial; pero también es un actor clave en la prevención del delito tratando de mejorar la relación con la ciudadanía y estableciendo mecanismos de presencia policial que apuntan a la disuasión más que al control directo. 
Adicionalmente, en la mayoría de los países, el monopolio del uso de la fuerza ya no está en manos de las instituciones policiales, se ha privatizado en una exponencial consolidación de la industria privada de seguridad. Esta tendencia genera serios problemas a la institución policial, debido a la descoordinación de las tareas de seguridad, la competencia por el recurso humano capacitado, la necesidad de regulación de una industria altamente informal y el potencial desarrollo de una demanda por servicio policial.

La modernización de ciertos sectores del Estado, que buscan mejorar la calidad de las prestaciones de protección social para los funcionarios no ha impactado necesariamente al sector policial. Debido principalmente a sus dimensiones: por ejemplo, la definición de una política de salarios o de previsión acorde con las necesidades, tendría un impacto presupuestario de tal magnitud que muchas veces no es considerado como posibilidad. Esta precarización del trabajo policial se ve enfrentada a una criminalidad que se complejiza, desarrolla y adquiere poder económico. 

Más allá de las diferencias entre países, se puede afirmar que en todos los casos la región observa un incremento de la violencia y una sofisticación de la delincuencia. En este complejo contexto, aparecen áreas de clara necesidad de intervención para consolidar un sector eficaz, eficiente, justo y respetuoso del Estado de Derecho, describiéndose a continuación:

· Redefinición de la doctrina policial. Avanzar en la clarificación de las misiones y objetivos del trabajo policial, es clave para consolidar su rol como política pública al servicio de la ciudadanía y para evitar la duplicación de tareas o la sobrecarga de responsabilidades. En este proceso el respeto a los derechos humanos, al Estado de Derecho y la necesidad de mecanismos internos y externos de control, son elementos considerados medulares. 

· Redefinición de la relación policía – ejército. La utilización del Ejército en tareas de control de la delincuencia, abre una complejidad a la profesionalización del trabajo policial. Más allá de las características propias de cada caso, la definición de áreas de experticia y responsabilidad, es clave para evitar los posibles procesos de subordinación policial a las tareas del Ejército o a la confusión respecto a las mejores estrategias para prevenir y combatir la delincuencia, incluso aquella de características organizada y transnacional.  

· Mayores requerimientos de ingreso. América Latina ha incrementado la cobertura de educación primaria y secundaria en prácticamente todos los países. Los mayores niveles de educación de su población joven, así como la mayor complejidad del fenómeno delictual, requieren de personal policial con mayores niveles de formación al ingreso. En algunos países no existen barreras de ingreso y se acepta personal con una mínima formación educativa. Esta situación debe ser enfrentada con programas de mayor incentivo para el ingreso de profesionales o estudiantes de formación técnica. 
· Sistemas de formación modernos y permanentes. La formación de un policía requiere del tiempo necesario para asegurar la calidad del servicio. La formación “express” que realizan múltiples instituciones, abre espacios para la posterior inefectividad, ineficiencia e incluso desarrollo de acciones ilegales por parte de funcionarios que no han sido formados en la doctrina y responsabilidad del trabajo policial. Además de la capacidad de diseñar esquemas de trabajo policial que permitan responder a las necesidades actuales de la comunidad en general. Pero no sólo se requiere de un sólido proceso inicial de formación, más bien, se requiere un programa permanente de formación que permita la actualización de los conocimientos y por ende la mejor toma de decisiones. En este marco, se torna cada vez más importante la consolidación de espacios de formación de alta gerencia para los mandos intermedios y altos de la institución. El objetivo es entregar herramientas de planificación, gestión, comunicación, liderazgo efectivas de acuerdo a las diversas responsabilidades institucionales.  
· Procesos de capacitación claros. Además de la formación permanente, se requieren programas de capacitación destinados a todos los funcionarios, en el reconocimiento del desarrollo de nuevas estrategias para la realización de sus tareas. Procesos que deben ser claros, con abiertas convocatorias internas y oportunidades de participación que incrementen las oportunidades de crecimiento profesional. 
· Estructuras institucionales profesionales. Se requiere de estructuras claras de crecimiento institucional, con requisitos establecidos para el ascenso por mérito antes que por antigüedad.  Estructuras flexibles para beneficiar el mérito, pero rígidas para evitar el uso político en la designación de responsabilidades.  La percepción general de una clara línea de desarrollo institucional, genera los incentivos correctos para potenciar liderazgos positivos, así como la permanencia de los mejores funcionarios.   

· Sistemas de protección social. Una policía sin coberturas mínimas de salud, previsión y salarios no podrá responder a los desafíos de la criminalidad. La necesidad de generar estructuras claras de salarios con definición de incentivos para el logro de metas y objetivos institucionales, es evidente. Pero la necesidad del funcionario policial, no recae únicamente en el salario, sino también en la presencia de efectivos mecanismos de protección social que se convierten en la principal barrera para acciones que ponen en riesgo la continuidad de la carrera. Especialmente, se requieren programas de cobertura de salud y de procesos de traslado que incluyan vivienda digan y relocalización familiar, así como otros mecanismos de apoyo familiar, sistemas de apoyo la vivienda y educación de los hijos. 

· Sistemas de control interno. Se requieren espacios de control interno, que permitan mejorar la calidad del servicio policial, aumentando la eficacia sin que esto implique la utilización innecesaria de la violencia, abusos, maltratos, así como hechos de corrupción. Asimismo, el control interno incluye la relación entre funcionarios al interior de la institución, donde el respeto y el cumplimiento de la normativa deben ser elementos fundantes del trabajo policial. La presencia de espacios autónomos de control interno permiten mejorar la calidad del servicio sin contaminar sus decisiones.  
· Control externo. La policía tiene como función principal servir a la comunidad, por lo que debe permitir la consolidación de espacios de control externo que aporten en el fortalecimiento institucional y permitan identificar áreas de ineficiencia y conflictividad. La sociedad civil organizada puede brindar espacios de colaboración y legitimidad a aquellas labores policiales que son invisibles a la ciudadanía así como diseñar sistemas de accountability y transparencia que impacten sobre la calidad del servicio policial. 

· Mejores sistemas de gestión institucional. La modernización del Estado llega a la policía y encuentra sistemas de gestión antiguos, descoordinados e incluso incomunicables. Todo esto aporta al desconcierto, al desconocimiento de las efectivas necesidades institucionales y al desarrollo de posibles hechos de corrupción. Desde sistemas de seguimiento presupuestario, hasta indicadores de resultado en la actividad policial, son requeridos para avanzar en una mirada profesional del accionar policial. 

· Sistemas de información delictual. La complejidad del delito trae de la mano la necesidad de desarrollar herramientas tecnológicas que potencien la efectividad del control y la investigación policial. Para esto, se requiere un sistema de información delictual analítico, que más allá de marcar los lugares de presunta ocurrencia de delitos, obligue a la mirada estratégica sobre el fenómeno. La persecución penal inteligente o la prevención policial efectiva, requieren de este tipo de estructuras de interpretación de la información. 

· Desarrollo de estrategias flexibles y descentralizadas. La mayoría de instituciones policiales de la región comparten una rígida estructura de toma de decisiones que en muchos casos inhabilita o incluso castiga la innovación. Paliar esta situación requiere de cambios en la estructura policial, la generación de incentivos diferenciales, aumento de las capacidades de gerencia institucional en las diversas áreas de especialización y, sin duda, una estructura de desarrollo profesional vinculado al mérito. 

Las áreas descritas previamente son una muestra de los espacios aún vacíos en la intervención para mejorar el trabajo policial. Hasta el momento, la experiencia muestra que no es un proceso fácil y que las reformas totales pueden tener un horizonte de dificultad mayor. Es por esto que se considera que la generación de una agenda de reforma policial que contemple diversos pasos y mecanismos, a lo largo del tiempo, pueda mejorar la calidad del servicio policial. Los cambios puntuales desarrollados necesitan altos niveles de inversión pública y compromiso político, pero tienen consecuencias directas sobre el mejoramiento del accionar policial. Los resultados no son de corto plazo, por lo que se requiere de compromisos de Estado que permitan el mantenimiento de los procesos a pesar del cambio de personas y partidos a cargo del gobierno. 
IV. A modo de conclusión 

Estados modernos con policías inefectivas hipotecan su futuro. Este aprendizaje es hoy más evidente que nunca en América Latina donde los procesos de consolidación democrática, el crecimiento económico de los últimos años y la modernización de ciertas áreas del Estado ponen en mayor relieve la precariedad policial. 
Las experiencias de cambio no han incluido verdaderas transformaciones y dejan un panorama marcado por la inefectividad, la corrupción y en algunos casos el uso ilegítimo de la fuerza por parte de la policía. El incremento de la presencia del delito y su organización, cada vez más sofisticada, pone en jaque al Estado en su verdadera capacidad de asegurar seguridad, acceso a la justicia, capacidad de castigo y resocialización. Este contexto no ha tenido una respuesta clara por parte de la política, sino más bien un ineficiente uso de la retórica electoral, donde la seguridad es utilizada como invocación para la propuesta de iniciativas poco claras y en muchos casos esporádicas.  

La responsabilidad de una efectiva reforma la policía involucra a la institución, pero en igual importancia involucra a los actores políticos que pueden marcar caminos certeros de intervención, financiamiento y sustentabilidad de las tareas a desarrollar. Sin duda, una policía profesional aumenta los desafíos de las políticas de seguridad que se implementan en un determinado país, generando por ende un círculo virtuoso de desarrollo técnico y profesional en un área gubernamental hasta ahora poco explorada.
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